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Roberto Dromi, detrás de Carlos Menem y el ministro Antonio Erman González, 
diseñó la estructura legal para la privatización de empresas de servicios públicos. 


Marco legal y liquidación 


de empresas estatales 


l gobierno de Carlos Menem, que había acce- 

dido al poder prometiendo el “salariazo” y la 

“revolución productiva”, no tardó en alinear 
su política económica con lo establecido en el Con- 
senso de Washington. Impulsó la reforma del Esta- 
do, la privatización de empresas de servicios públi- 
cos, la enajenación de las reservas energéticas, el au- 
mento de las facilidades para las inversiones extran- 
jeras y la liberalización del sistema financiero. De es- 
ta manera, en la década del noventa se profundizó el 
modelo neoliberal instaurado a partir de 1976, con 
el objetivo de reducir el peso del sector público en el 
empleo y la producción de bienes y servicios, dismi- 
nuyendo también la capacidad del Estado para in- 
tervenir y regular la economía. 

Uno de los principales objetivos del nuevo gobier- 
no fue la desregulación de la economía para atraer ca- 
pitales extranjeros. Para ello se desmanteló lo que 
quedaba del Estado de Bienestar con las leyes de Re- 
forma del Estado y de Emergencia Económica, que 
autorizaron las privatizaciones, permitieron reformar 
la Carta Orgánica del Banco Central, eliminaron el 
“compre nacional”, liberalizaron las inversiones ex- 
tranjeras y suspendieron los subsidios a la industria. 

La Ley de Reforma del Estado estableció las con- 
diciones para privatizar casi todas las empresas pú- 
blicas, que fueron previamente intervenidas por el 
Poder Ejecutivo, removiendo sus directorios y Órga- 


nos de administración y cambiando sus formas so- 
cietarias. Se constituyó una comisión bicameral para 
el seguimiento de las privatizaciones y se dispuso 
que cualquier privatización adicional debiera ser 
aprobada previamente por el Parlamento. 

Tras definir este marco legal hubo dos etapas en el 
proceso de privatizaciones. La primera tuvo como 
objetivo disminuir el déficit fiscal y conseguir un 
mínimo control de precios para frenar la hiperinfla- 
ción. Tanto el incremento de la productividad como 
el de la competitividad fueron metas que ocuparon 
un segundo plano. Una vez alcanzada cierta estabili- 
dad de precios, en la segunda etapa se apuntó a pro- 
ducir una transformación del rol del Estado en la 
economía, priorizando al mercado como principal 
asignador de recursos. 

El proceso privatizador tuvo varios objetivos explí- 
citos: 

% Equilibrar el presupuesto, reduciendo el gasto 
que generaban las empresas públicas. 

% Producir ingresos transitorios a través de la venta 
de activos. 

9 Reducir la deuda externa permitiendo a los com- 
pradores pagar una parte con títulos públicos. 

% A mediano plazo, se esperaba eliminar las distor- 
siones e ineficiencias de las viejas empresas estatales, 
favorecidas por actuar en mercados protegidos. 

% Lograr cierta previsibilidad económica, sustra- 
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yéndole al Estado la capacidad de provocar esas 
“distorsiones”. 

9 Favorecer el funcionamiento de los mecanismos 
de regulación internos. 

0 Incrementar las inversiones privadas. 

La política privatizadora del menemismo apuntó a 
introducir cambios estructurales de corte neoliberal 
en la conducción económica. A diferencia de lo su- 
cedido en otros países con procesos similares, el caso 
argentino fue presentado como una manera de dis- 
minuir el endeudamiento externo y posibilitar, si- 
multáneamente, que la banca extranjera y las empre- 
sas transnacionales se asociaran con grupos econó- 
micos locales para dirigir las compañías más renta- 
bles y de mayor valor estratégico. 

Las primeras privatizaciones, efectuadas a un rit- 
mo extremadamente acelerado, estuvieron a cargo 
de Roberto Dromi, ministro de Obras y Servicios 
Públicos, y de María Julia Alsogaray, nombrada in- 
terventora de ENTel. La telefónica estatal fue la más 
importante enajenación de un activo público en ese 
período. La velocidad del proceso frustró la posibili- 
dad de sanear las empresas paulatinamente, lo que 
hubiera permitido su valorización. Tampoco se fija- 
ron garantías para que funcionaran en un futuro 
mercado abierto y competitivo, ni se concretó la re- 
serva por parte del Estado de un porcentaje de las 
acciones para establecer un control sobre esas com- 
pañías. Ese proceso dio lugar a escandalosos casos de 
corrupción que involucraron a numerosos funciona- 
rios. En esas condiciones, en 1990 ya se habían ven- 


al 


Carlos Menem y el ministro Eduardo Bauzá. 
Durante su gobierno se enajenaron activos sociales 
acumulados por generaciones de argentinos. 


dido Aerolíneas Argentinas, la telefónica ENTEel, las 
petroquímicas Polisur, Petropol e Induclor y los ca- 
nales de televisión 11 y 13, además de otorgar las 
concesiones de peajes de rutas nacionales. 

Antes de realizar esas transferencias al sector privado 
se elevaron fuertemente las tarifas, perjudicando a los 
usuarios y garantizando ingresos crecientes para los fu- 
turos dueños. La ausencia de los correspondientes 
marcos regulatorios fue una constante en esta primera 
etapa, lo que les permitió a las privatizadas actuar li- 
bremente en función de sus propios intereses. En la se- 
gunda etapa, cuando ya estaba en marcha el Plan de 
Convertibilidad y el apremio por solucionar los des- 
equilibrios fiscales y la falta de créditos no eran tan 
grande, fue posible un armado más prolijo y un marco 
más abierto en el proceso de licitación. También se 
crearon ciertas normas de regulación, si bien los entes 
respectivos se constituyeron con posterioridad. 

Para moderar la oposición de los sindicatos se 
alentó una operación de “cooptación” de sus diri- 
gencias, comprometiendo a las organizaciones obre- 
ras a tener una pequeña participación accionaria en 
las nuevas empresas, tomando como modelo el pro- 
ceso de privatizaciones que había alentado Margaret 
Thatcher en Gran Bretaña. Los denominados Pro- 
gramas de Propiedad Participada no se tradujeron 
en una real presencia de representantes de los traba- 
jadores en la dirección de las firmas ni en el control 
y distribución de las ganancias. En cambio, sirvieron 
para disminuir la potencial tensión social y laboral 
que podría haber resistido las privatizaciones. Tam- 
bién fueron útiles para enriquecer a parte de la lla- 
mada “burocracia sindical”, que fue cómplice de po- 
líticas económicas que terminarían perjudicando a la 
clase obrera en su conjunto. 

Se fueron privatizando casi todas las empresas pú- 
blicas, incluyendo los principales ramales de ferroca- 
rriles urbanos y de carga, los subterráneos, la provi- 
sión de agua corriente y red cloacal, las instalaciones 
portuarias, la Caja Nacional de Ahorro y Seguro, la 
empresa siderúrgica Somisa, Fabricaciones Militares, 
el correo y telégrafos, y muchas otras empresas. La 
mayor privatización fue la de Yacimientos Petrolífe- 
ros Fiscales (YPF), que se transformó en una empre- 
sa privada con una participación mínima del Estado. 
Finalmente, se enajenaron los principales aeropuer- 
tos del país y el Banco Hipotecario Nacional. 

En muchos casos, las privatizadas pasaron a gozar 
de varios privilegios a los que eran ajenos los restan- 
tes agentes económicos. No sólo se les aseguró la re- 
serva de mercados en forma monopólica u oligopóli- 
ca, sino que obtuvieron también la dolarización de 
las tarifas y la posibilidad de ajustarlas conforme a la 
evolución del índice de precios de los Estados Uni- 
dos, contraviniendo así la prohibición de indexación 
de la propia Ley de Convertibilidad. >= 
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Amalita Lacroze de Fortalaat: dueña de Loma Negra y una de las Mana deas 
del proceso económico y social liderado por Carlos Saúl Menem. 


Los ganadores: los 
Grupos Económicos 


a propiedad o concesión de las empresas públi- 

cas se concentró en un número reducido de gru- 

pos locales, que se habían beneficiado por las 
políticas económicas de la última dictadura militar y 
consolidado durante el gobierno de Alfonsín mediante 
subsidios, facilidades tributarias y contratos con el Es- 
tado. Esos conglomerados eran Perez Companc, Bun- 
ge 82 Born, Macri-Socma, Rocca- Techint, Astra-Gru- 
neisen, Soldati, Zorraquín, Massuh, Fortabat-Loma 
Negra, Acevedo-Acindar, Bemberg, Roggio y Ri- 
chards-Indupa, entre otros. Se asociaron con compañí- 
as extranjeras y con representantes de los bancos acree- 
dores, logrando así hacerse cargo de las principales em- 
presas públicas. Esto derivó en la conformación de 
una “comunidad de negocios”, beneficiaria del proceso 
de privatizaciones, que unió a grupos económicos lo- 
cales con acreedores externos y firmas extranjeras. 

Las privatizaciones facilitaron y aseguraron el ingre- 
so de la Argentina al Plan Brady y, por consiguiente, 
la reinserción del país en los mercados internacionales 
de capital, con lo cual fluyeron nuevamente el crédito 
externo, que permitió por muchos años sostener la 
convertibilidad, y un tipo de cambio sobrevaluado. 

Durante el período de Menem en el poder, en 
diez años ingresaron al país por las privatizaciones 
casi 24.000 millones de dólares en efectivo y en títu- 
los de la deuda externa: 70 por ciento correspondió 
a inversiones externas y el resto a grupos locales. Sin 
embargo, a pesar de que uno de los principales argu- 
mentos que se esgrimieron en defensa de las privati- 
zaciones era la necesidad de disminuir la deuda ex- 


terna, a lo largo de esa década ese pasivo se incre- 
mentó más de un 100 por ciento hasta alcanzar la 
suma record de 140.000 millones de dólares. 

La política económica de Menem favoreció a cier- 
tos grupos económicos locales, mientras una frac- 
ción de los llamados “capitanes de la industria” que- 
dó relegada. Los “paulistas”, como se denominaban 
los que habían ganado las elecciones en la Unión In- 
dustrial Argentina (UTA) en esos años, se disolvieron 
como bloque. Este sector estaba integrado por in- 
dustriales de las ramas metalúrgica, automotriz, pa- 
pel, petróleo, químicos y petroquímicos. Fueron los 
primeros en separarse del “Grupo María” y en el pe- 
ríodo inicial del dólar barato cuestionaron el au- 
mento de las importaciones, favorecido por la apre- 
ciación del tipo de cambio. 

A medida que se sucedieron las ventas de empresas 
públicas se formó el llamado “club de privatizadores”. 
Así, el enfrentamiento en el interior de la burguesía 
industrial dejó de ser entre “paulistas” y “liberales”, y 
pasó a ser entre holdings que habían adquirido em- 
presas públicas y quienes debían comprarles a éstos la 
luz, gas, transportes, energía y agua. De esa manera, 
se potenciaban los grupos locales que se beneficiaron 
de sus vínculos estrechos con la esfera estatal para 
controlar mercados oligopólicos y tener ganancias ex- 
traordinarias, como las de las empresas recientemente 
privatizadas. Su consolidación, entonces, pasó a de- 
pender más de la capacidad de obtener sustanciales 
ganancias financieras y expandirse internacionalmen- 
te que por constituir una base empresarial nacional 
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afincada en áreas intensivas en tecnología. 

Por otra parte, las privatizaciones permitieron sal- 
dar el conflicto existente entre fracciones del capital 
local y el internacional: la convergencia entre ambas 
proveyó una base de sustentación a la administra- 
ción menemista. 

Tras el proceso privatizador, muchos de estos gru- 
pos fueron retirando su capital de las empresas y de- 
jaron a sus socios extranjeros al frente de las mismas. 
De ese modo, se dejaba al descubierto que su fun- 
ción había sido, esencialmente, la de operar como 
lobbies locales para garantizar la obtención de licita- 
ciones. Este proceso, sin embargo, no se registró en 
todos los casos. Algunos conglomerados locales reali- 
zaron inversiones en áreas en las que tenían una fuer- 
te presencia, como los casos del grupo Indupa en Pe- 
tropol e Induclor; del grupo Zorraquín, que adquirió 
Polisur, y del grupo Techint, que compró Somisa. 
Esas operaciones terminaron generando una mayor 
concentración en esas actividades productivas. 

Hubo otros conglomerados que aprovecharon la 
oportunidad de integrar verticalmente sus respecti- 
vas cadenas de valor, comprando empresas provee- 
doras de insumos y de servicios. El grupo Fortabat, 
por ejemplo, adquirió el ramal de carga del Ferroca- 
rril Roca, con el que transportaba buena parte de su 
producción. Perez Companc desarrolló una diversi- 
ficación de sus actividades, dedicándose a activida- 
des en las cuales hasta ese momento no tenía partici- 
pación. Ese grupo económico, cuyo origen era pe- 
trolero, compró parte de la telefónica ENTel y com- 
pañías de electricidad, entre otras. Por su parte, el 
grupo Techint además de la siderurgia desarrolló ac- 
tividades en el área de telecomunicaciones, los ferro- 
carriles, la actividad petrolera, electricidad (genera- 
ción y distribución) y concesiones viales. => 


Roberto Rocca junto a sus hijos Gianfelice, 
Agostino y Paolo, del Grupo Techint. 


6 La venta de 


El caso testigo 


principios de la década de 1990 se publi- 

có el libro Robo para la Corona, de Hora- 

cio Verbitsky, una extraordinaria investi- 
gación periodística de denuncia de la matriz de 
corrupción que acompañó la política de privati- 
zaciones y de reforma del Estado del gobierno de 
Carlos Menem. El singular título provenía de 
una frase atribuida a José Luis Manzano, que ha- 
bría declarado “Yo robo para la Corona”, en rela- 
ción con su jefe político, el presidente Menem. 
Sería uno de los tantos exabruptos de esos años, 
como el del dirigente sindical Luis Barrionuevo, 
quien afirmó que en la Argentina “nadie hace la 
plata trabajando”, o su posterior recomendación 
de que “hay que dejar de robar por dos años”. 
Las crecientes sospechas de corrupción, que 
avanzaban poco por una Justicia condicionada 
por el Poder Ejecutivo, rodearon el proceso de 
privatización. Un caso emblemático fue la venta 
de ENTel, la empresa telefónica estatal. 

El gobierno intervino rápidamente ENTEel, po- 
niéndola a cargo de María Julia Alsogaray, hija 
del histórico dirigente liberal y funcionario de di- 
versas dictaduras, que de opositor a Menem en 
las elecciones de mayo de 1989 pasó rápidamente 
a ser su asesor y colaborador. El 12 de septiembre 
de 1989 se sancionó el decreto 731/89, que esta- 
bleció un rápido cronograma de privatización de 
ENTel, que debía adjudicarse en junio de 1990 y 
transferirse en octubre de ese año. Según esa nor- 
ma, se otorgarían licencias a sociedades anónimas 
a las que se les transferirían los activos de la em- 
presa, y tendrían la exclusividad por cinco años 
para explotar el servicio telefónico básico de la re- 
gión que se les asignaría. Las tarifas se fijarían de 
manera de proveer utilidades “razonables” y el Es- 
tado se haría cargo de la deuda de la empresa pú- 
blica de manera de transferirla sin pasivos al sec- 
tor privado. También existía una cláusula que ga- 
rantizaba que no se alterarían los convenios colec- 
tivos de trabajo vigentes al momento de la priva- 
tización, promesa que no se cumplió. 

En cuanto a la deuda de la empresa estatal, du- 
rante la intervención de Alsogaray se incrementó 
en un 122 por ciento, al superar los 2000 millo- 
nes de dólares. El Estado asumió, a través de la 
denominada “ENTel residual”, tanto la deuda 
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externa como la interna. Esta última se aproximaba 
a los 500 millones de dólares y los principales acree- 
dores eran los principales contratistas de ENTel, li- 
gados a los grupos Perez Companc y Techint, inte- 
grantes de los dos consorcios adjudicatarios de las 
dos empresas monopólicas en que se dividiría la 
compañía estatal. 

La celeridad del proceso, pese a las críticas y oposi- 
ción, tenía que ver con que la privatización de la tele- 
fonía pública era una de las condiciones exigidas por el 
Banco Mundial para otorgar una línea de préstamos 
en función de la reformas de las empresas estatales. 

Luego de un debate entre distintas posturas, final- 
mente se decidió dividir el país en dos zonas de 
iguales dimensiones, incluyendo la partición del área 
urbana de Buenos Aires y convirtiendo a la Capital 
Federal en la única ciudad importante a nivel mun- 
dial que tenía dos telefónicas distintas, aunque am- 
bas en condición monopólica, ya que los usuarios 
no podían elegir entre una u otra. En el decreto 59, 
de enero de 1990, se creaban dos empresas, Socie- 
dad Licenciataria Sur SA y Sociedad Licenciataria 
Norte SA, y se extendía la licencia para los nuevos 
propietarios a siete años, con opción a extender el 
monopolio por tres años más. Tras ese período, aho- 
ra de diez años, la licencia la mantendrían los conce- 
sionarios, pero ya no con carácter de exclusividad. 
En los meses siguientes, a través de nuevos decretos, 
se fueron otorgando concesiones a los futuros due- 
ños, que luego se harían cargo de la empresa: niveles 
de inversión, tarifas, colocación de títulos de la deu- 
da en el proceso de licitación, calidad del servicio. 

Aun antes de la privatización de los teléfonos, y 
como garantía de la futura ganancia empresaria, la 
interventora de ENTel dispuso una fuerte suba tari- 
faria, que en el caso de los usuarios domésticos su- 
peró el 400 por ciento. La licitación otorgó la zona 
sur al consorcio liderado por Telefónica de España, 
y la zona norte al grupo encabezado por la Bell 
Atlantic, que no pudo cumplir con los distintos re- 
quisitos, por lo tanto dicha zona se readjudicó y 
quedó a cargo del grupo Telecom. Entre los que se 
hicieron cargo de la concesión había importantes 
grupos económicos locales, como Perez Companc, 
Soldati y Techint, que evidentemente ejercieron su 
poder de influencia para favorecer a los grupos que 
finalmente se hicieron cargo del servicio telefónico. 


La liquidación de ENTel, que quedó en manos de 
Telefónica y Telecom, resultó un extraordinario 


negocio para los grupos privados que la compraron. 


Existió, en todo este acelerado proceso, una multi- 
plicidad de irregularidades y arbitrariedades a favor 
de los futuros concesionarios. Un debate parlamen- 
tario importante giró en torno del establecimiento 
del valor de ENTel. En la Comisión de Comunica- 
ciones, los diputados Franco Caviglia y Moisés Fon- 
tela preguntaron si para el cálculo del valor base que 
fijó el gobierno se incluían en el activo las 200.000 
líneas que estaban ya listas para ser conectadas. Se- 
gún los diputados opositores del “Grupo de los 
Ocho” no sumar esas líneas y pasarlas “gratuitamen- 
te” al patrimonio de los adjudicatarios, que iban a 
poder venderlas sin haber invertido un peso a razón 
de 1500 dólares cada una, significaba transferirles a 
las nuevas compañías unos 300 millones de dólares. 
Monto que representaba menos que la inversión en 
efectivo (214 millones) que debieron hacer para ad- 
quirir esos activos. 

El proceso privatizador avanzó aceleradamente 
como caso testigo de futuras privatizaciones. Se de- 
jaban en manos privadas, luego de un significativo 
aumento tarifario que afectaba a los usuarios, em- 
presas telefónicas que se transformarían, para los 
consorcios extranjeros que pasaron a controlarlas 
en forma monopólica, en uno de los negocios más 
rentables de la época. =>- 
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La privatización del sistema de seguridad social provocó un millonario desfinanciamiento 
de las cajas de jubilación estatal, afectando los haberes de los pasivos. 


Reforma de la seguridad social 


El negocio de las AFJP 


na de las principales reformas de la década 
| del noventa fue la del sistema de seguridad 

social. La referencia fue el modelo chileno 
de 1981, impulsado por la dictadura de Augusto 
Pinochet. Se pasó de un sistema público de reparto 
a uno de capitalización privada, creando las Admi- 
nistradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones 
(AFJP). Según el nuevo esquema, aprobado el 15 
de julio de 1994, habría en el sistema previsional 
un segmento público, que se basaba en el viejo ré- 
gimen de reparto, y uno privado, conformado por 
las AFJP. El aportante podía elegir entre uno y 
otro, pero al ingresar al privado ya no podía volver- 
se al de reparto. 

La idea que sustentaba el sistema privado era que 
cada trabajador activo hacía un aporte que signifi- 
caba, en el modelo de capitalización, un ahorro in- 
dividual. La AFJP administraba esos ahorros, que 
luego le serían reintegrados al trabajador tras su ju- 
bilación, a cambio de una comisión. Se mudaba de 
un régimen fundamentado en la solidaridad inter- 
generacional de carácter colectivo y público a otro 


que reforzaba el individualismo y la primacía de la 
actividad financiera con los ahorros de los trabaja- 
dores activos. Quienes los defendieron planteaban 
que tenía una multiplicidad de ventajas, entre las 
cuales destacaban dos: 

1. La primera era que implicaba un ahorro obliga- 
torio de los aportantes. 

2. La segunda, que estimulaba el crecimiento del 
mercado de capitales debido a que la mitad de las 
inversiones de las AFJP debía constituirse con títu- 
los y acciones. 

Estos fondos eran muy importantes: la recauda- 
ción anual alcanzaba unos 3500 millones de dólares, 
con pagos masivos recién dentro de 20 años. De esos 
capitales un 50 por ciento serviría para financiar al 
sector privado y el otro 50 por ciento sería destinado 
a la compra de títulos públicos, con cuya venta el Es- 
tado recibiría fondos para financiar el viejo sistema 
de reparto. También se argumentaba que con ello iba 
a producirse un alivio en el largo plazo en las cuentas 
públicas, al disminuir el déficit ocasionado por las 
cajas de jubilaciones y pensiones. Por otra parte, se 
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sostenía que poner fin a un prestador monopólico 
—el Estado— mejoraría las jubilaciones porque iba a 
permitir la competencia entre las distintas AFJP. 

Sin embargo, muchas de esas supuestas ventajas, 
destacadas por los impulsores del proyecto —entre 
los cuales se encontraba el Banco Mundial— estuvie- 
ron lejos de concretarse. Ante todo, durante la larga 
transición entre ambos sistemas, el Estado se haría 
cargo de casi todos los jubilados, perdiendo el ingre- 
so de los trabajadores activos con el que sostenía 
buena parte de sus haberes. Además, el mismo Esta- 
do garantizaba una Prestación Básica Universal, con 
lo cual parte de los futuros desembolsos correrían 
por cuenta del sector público. Tampoco la supuesta 
competencia entre AFJP se desplegó en la forma co- 
mo se planteaba, ya que las administradoras termi- 
naron siendo una docena. La más grande concentra- 
ba el 30 por ciento de los afiliados, constituyéndose 
de hecho en un sistema oligopólico. 

Otra de las consecuencias negativas fue el hecho 
de que los aportantes tenían que hacerse cargo de las 
altísimas comisiones que cobraban las AFJP, que se 
elevaban por encima del 3 por ciento del salario. A 
su vez, las comisiones llegaron a oscilar entre el 30 y 
el 40 por ciento de los aportes. El sistema tendía a 
direccionar el pase de la mayoría de los trabajadores 
hacia el sistema privado: quienes no manifestaban su 
voluntad explícita de permanecer en reparto fueron 
reasignados automáticamente a una AFJP. En 2001, 
las administradoras privadas tenían 8,7 millones de 
afiliados y el régimen estatal sólo 2,2 millones. Pero 


La reforma jubilatoria 
creó las AFJP, en su 

mayoría controladas 

por los bancos. 


no se verificó, como planteaban los impulsores, un 
aumento en el número de aportantes. 

Pasados unos años, el balance del experimento se 
reveló como muy poco auspicioso. Una de las conse- 
cuencias sociales más negativas fue el impacto fiscal 
de la reforma, que implicó un creciente déficit que 
sólo pudo ser financiado con un mayor endeuda- 
miento, compuesto en buena medida por títulos que 
compraron las AFJP. Se calcula que el déficit en el 
que incurrió el Estado para financiar los costos de la 
reforma previsional llegó a los 68.700 millones de 
pesos (dólares en ese momento) entre 1994 y 2001. 


Se mudaba de un régimen 
fundamentado en la solidaridad 
intergeneracional de carácter 
colectivo y público a otro que 
reforzaba el individualismo. 


En ese mismo período, la deuda externa aumentó en 
casi 71.000 millones de dólares. Al mismo tiempo, 
la Prestación Básica Universal llegó a ser cerca del 80 
por ciento de la jubilación efectivamente percibida, 
con lo cual la responsabilidad del pago a los haberes 
siguió estando en los hechos en manos del Estado, 
aunque se había privatizado la recaudación. 

En definitiva, esta reforma fue uno de los factores 
que alimentaron la especulación financiera y el en- 
deudamiento externo con gravísimas consecuencias 
para las cuentas públicas, al mismo tiempo que agra- 
vó la desprotección de millones de jubilados. > 
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María Julia Alsogaray, junto a 


su padre Alvaro, 
estuvo presa por casos de corrupción durante el 
gobierno de Carlos Menem. 


aría Julia Alsogaray, la encargada de pri- 

vatizar los servicios telefónicos, fue la 

única funcionaria pública de la adminis- 
tración Menem que fue enjuiciada y condenada en- 
tre los muchos casos de corrupción de ese gobierno. 
A continuación se presentan dos testimonios perio- 
dísticos de esos procesos judiciales. 


ADMINISTRACIÓN FRAUDULENTA 


“María Julia Alsogaray sumó ayer su quinto pro- 
cesamiento por supuestos hechos de corrupción, 
ocurridos mientras se desempeñaba en el gobierno 
de Carlos Menem. Si bien no perdió su libertad, 
está al borde del juicio oral por enriquecimiento 
ilícito y cuando reciba su sentencia podría terminar 
presa, porque la acumulación de procesamientos 
agrava la pena. El juez Jorge Urso consideró que la 
ex polifuncionaria menemista incurrió en adminis- 
tración fraudulenta por un pago irregular de nueve 
millones de dólares a una contratista de ENTel, au- 
torizado por la acusada en su rol de liquidadora de 
la ex telefónica estatal. Y embargó sus bienes en 3 
millones y medio de pesos. 


Los procesamientos dictados alcanzaron también 
al ex síndico de la Sindicatura General de Empre- 
sas Públicas (Sigep) Julio César Orué, al ex funcio- 
nario de ENTel Enrique González Chion y a los ex 
responsables de la empresa que recibió el pago, Ju- 
lio Otero y Alberto Pistorio. El magistrado enten- 
dió que el “accionar conjunto (de los procesados) 
tendió a defraudar los intereses confiados” y calificó 
como “colosal” el alcance de la responsabilidad de 
Alsogaray en los hechos. 

Los pagos de ENTel iban dirigidos a saldar una 
deuda con su proveedora Pecom Nec —del grupo Pe- 
rez Companc-— que, en realidad, consistía en sólo el 
10 por ciento de la suma. Es decir, la intervención 
de Alsogaray habría hecho librar al Estado un che- 
que por 10 millones de dólares para pagar una deu- 
da de un millón y posteriormente emitió un segun- 
do documento por 9 millones, destinado a saldar 
obligaciones por 900 mil. La maniobra, que no que- 
dó asentada en los registros contables de ENTel, fue 
detectada por la Justicia cuando el contador Carlos 
Armando Gómez, ex gerente de la compañía telefó- 
nica, procuró ejecutar un pagaré en forma fraudu- 
lenta. El propio Gómez fue imputado en el sumario 
por el fiscal Carlos Cearras, pero antes de ser consi- 
derado un posible cómplice de la funcionaria, el 
contador llegó a afirmar que los “pagos sin causa” de 
ENTel superaban los 70 millones de dólares. 

La ex liquidadora de ENTel, y secretaria de Medio 
Ambiente menemista había sido acusada por los fis- 
cales Cearras y Pablo Recchini como presunta jefa de 
una asociación ilícita que habría operado desde la te- 
lefónica estatal, pero el juez Urso no compartió esa 
imputación. El 14 de junio de 2001 la funcionaria 
declaró por primera vez. Asistida por la defensora 
oficial Perla Martínez, reconoció que ENTel abonó a 
Pecom Nec una suma de dinero “superior a la corres- 
pondiente”, pero atribuyó el hecho a un “error”. Y su- 
brayó que la cancelación de deudas con los provee- 
dores ENTel fue controlada por el Ministerio de 
Economía. “Es cierto que por error se pagó una suma 
superior a la correspondiente, pero eso no causó un 
perjuicio fiscal”, explicó Alsogaray, quien responsabi- 
lizó a los funcionarios certificadores de la Sindicatura 
General de Empresas Públicas (Sigep). Luego se agre- 
garon otros elementos de prueba tales como una 'me- 
gapericia”, que llevaron al juez a convocarla a una 
nueva indagatoria y al procesamiento firmado ayer.” 
Fuente: artículo de Adriana Meyer, Páginal12, 

30 de agosto de 2002. 
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Carlos Menem y María Julia Alsogaray. Ella fue polifuncionaria de esa 


administración y entre sus tareas se destacó la venta de ENTel y Somisa. 


ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO 


“La Justicia confirmó ayer una condena contra 
María Julia Alsogaray a 3 años de prisión por enri- 
quecimiento ilícito. Además, a la ex plurifuncionaria 
se le decomisarán más de 700 mil dólares por el de- 
lito que cometió y, si prospera una propuesta del tri- 
bunal, podrían ser destinados al Hospital de Niños 
Pedro Garrahan. 

El Código Penal establece incautaciones en todos 
los casos en que el condenado se haya beneficiado 
económicamente con su conducta ilegal. Del mane- 
jo de estos fondos se encargó siempre la administra- 
ción del Poder Judicial. Pero la Sala IV de la Cámara 
de Casación, al confirmar un fallo del 31 de mayo 
de 2004, propuso que a los 700 mil dólares se les dé 
un destino concreto —como el del Garrahan— para 
“paliar, siquiera parcialmente”, el “daño social causa- 
do” por María Julia. 

En el juicio en su contra, la ex colaboradora de 
Carlos Menem no logró justificar incrementos patri- 
moniales de 500 mil dólares y 622 mil pesos. Sobre 
la primera cantidad argumentó que se trataba de ho- 
norarios profesionales; sobre la segunda, dijo que era 
el producto de los famosos sobresueldos. Sin embar- 
go, el Tribunal Oral Federal 4 no le creyó. Y este cri- 
terio fue ratificado ayer por la Cámara de Casación. 

La confirmación de la condena, además, acerca a 
María Julia otra vez a la cárcel. Tiene tres juicios 
orales en agenda, cuatro procesamientos y tres cau- 
sas en las que ya fue sometida a declaración indaga- 
toria o lo será en el mediano plazo. Si sufriera una 


condena más, tendría que contar los 21 meses que 
ya pasó detenida para —según las penas que le vayan 
fijando— evitar volver a prisión. 

La ex secretaria de Estado salió sorpresivamente 
en libertad a principios de mayo. Unos días antes, 
había insistido con el asunto de los sobresueldos, lo 
que puso nerviosos tanto a dirigentes menemistas 
como a funcionarios del actual Gobierno. 

(...) 

El fallo señala que el objetivo del decomiso es “ex- 
cluir la posibilidad que de un delito castigado por el 
Estado resulte un remanente de lucro para el delin- 
cuente. 

(ws) 

Carecería de sentido imponer la pena y permitir 
que el delito siga produciendo sus efectos.” En este 
sentido, el juez Hornos se refirió al “restablecimien- 
to del equilibrio perdido, destinado a recuperar para 
la comunidad los activos financieros obtenidos en la 
comisión de delitos socialmente dañosos”. 

“No hay antecedentes de decomisos que hayan te- 
nido destinos como el que se sugirió ayer. Especial- 
mente porque, además de María Julia, hay un solo 
político argentino condenado por enriquecimiento 
ilícito: el peronista José Manuel Pico, ex titular del 
Concejo Deliberante porteño. El único dinero que el 
Estado nacional perdió por la corrupción de sus fun- 
cionarios y se ocupó de recuperar, hasta ahora, fue el 
del escándalo IBMBanco Nación: 4,5 millones de 
dólares que quedaron bloqueados en Suiza (...).” => 
Fuente: artículo de Pablo Abiad, Clarín, 

10 de junio de 2005. 
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POR LEANDRO MORGENFELD 


abel Thwaites Rey es abogada, magister 

en Administración Pública y doctora en 

Teoría del Estado de la Universidad de 
Buenos Aires. Es profesora titular en Administración 
y Políticas Públicas y en Sociología Política en esa 
universidad, entre otros cargos docentes, y autora de 
diversas investigaciones y libros sobre políticas pú- 
blicas y reforma del Estado. Desempeña también ta- 
reas de editorialista del diario Clarín. 
¿De qué forma se justificaron las privatizaciones 
para lograr cierta aceptación social? 

—Para imponer políticas que afectan negativamen- 
te la vida cotidiana y el futuro de amplios sectores 
sociales hace falta contar con poder suficiente, que 
puede basarse en la capacidad de construir consenso 
legitimador o en la derrota previa de quienes podrí- 


El largo entrenamiento en los 
despachos oficiales y con funcionarios 
clave ponía en manos de la élite 
empresaria argentina una llave muy 
importante para ganar licitaciones. 


an oponerse. En el caso argentino, la violenta desar- 
ticulación del campo popular perpetrada a mediados 
de los setenta por la dictadura militar, apoyada en el 
terror físico, está en la base de las políticas adoptadas 
en los años noventa. Y el proceso hiperinflacionario 
de los ochenta es la otra pata de terror económico, 
que se inoculó en una sociedad lacerada por el ho- 
rror de la represión. Sobre estos efectos se fue cons- 
truyendo una base de legitimación para un proyecto 
neoliberal que logró, por unos años, resolver las dis- 
putas entre los sectores dominantes y generar la ilu- 
sión en los subalternos de que se avanzaría al capita- 
lismo del Primer Mundo. Desde la segunda mitad 
de los noventa, las consecuencias de la desocupa- 
ción, precarización laboral y pauperización minaron 
la confianza social en las privatizaciones. 
¿Cuál era el diagnóstico? 

—El diagnóstico en que se basaba la propuesta de 


privatización era el deterioro irreversible de las em- 
presas estatales, el déficit fiscal crónico y el fuerte 
endeudamiento externo, circunstancias todas que 
marcaban la imposibilidad de generar recursos para 
la inversión que hacía falta a fin de mejorar los servi- 
cios públicos. 

¿Qué resistencias encontraron por parte de las or- 
ganizaciones sociales? 

—Durante el gobierno de Alfonsín se define la 
cuestión de la privatización como prioritaria en la 
agenda estatal y se comienza a diseñar la política pú- 
blica respectiva. Instalada la idea, inmediatamente 
provoca una tenaz oposición en amplios sectores po- 
líticos, militares y sindicales. Las razones del rechazo 
eran de distinto tipo, pero podrían resumirse en las 
“ideológicas”, que tenían que ver con la defensa de 
la soberanía y el patrimonio nacional, y las más es- 
pecíficas referidas a la falta de transparencia en el 
procedimiento (que excluía la licitación pública), el 
“irrisorio” monto de valuación, la deficiente forma 
de pago, la calidad financiera de las potenciales aso- 
ciadas y, finalmente, graves defectos jurídicos. 

¿Y durante el gobierno de Menem? 

—Luego del drástico giro producido por el go- 
bierno menemista, la mayor parte de los gremios 
peronistas entró en una suerte de desconcierto pa- 
ralizante ante la magnitud de la crisis. Entre el 
asombro, la impotencia, cierta expectativa esperan- 
zada y la obscena negociación prebendaria de las 
cúpulas, la mayoría de los sindicatos soportó los 
cambios de política sin gran resistencia, a excep- 
ción de algunos núcleos sindicales opositores, que 
si bien provocaron la ruptura de la CGT, no logra- 
ron hegemonizar un proceso sostenidamente con- 
testatario. Jugaba fuertemente en contra de la posi- 
ción sindical una suerte de “clima cultural” que se 
había venido gestando en el seno de la sociedad en 
los años anteriores, muy favorable al achicamiento 
del Estado —percibido como ineficiente— y a la es- 
trategia privatizadora. Por su parte, y ante las ca- 
racterísticas que asumían los procesos privatizado- 
res, una parte significativa de los trabajadores de 
los sectores afectados intentó organizar la confron- 
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tación, pero dada la fuerte instalación mediática a 
favor de las privatizaciones, no lograron imponer 
su puntos de vista ni mediante medidas de lucha ni 
a través de la negociación, por lo que quedaron 
confinados a un constante papel de denuncia. La 
derrota de la huelga de los telefónicos de 1990, que 
debieron afrontar despidos masivos previos al tras- 
paso de la empresa, fue exhibida por la intervento- 
ra Alsogaray como “caso testigo” aleccionador para 
disciplinar al conjunto de los trabajadores estatales. 
¿Cómo participaron los grupos económicos locales 
en asociación con los capitales extranjeros? 

—El rasgo propio de las privatizaciones en Argenti- 
na fue la magnitud del proceso de extranjerización 
de la economía. En un primer momento resulta des- 
tacable la significativa influencia de los grandes gru- 
pos económicos locales y el alto grado de subordina- 
ción del Estado en relación a los mismos. De ahí la 


La violenta desarticulación del campo 
popular perpetrada a mediados de los 
setenta por la dictadura apoyada en el 
terror físico es la base de las políticas 

adoptadas en los años *90. 


necesidad del capital extranjero —financiero o pro- 
ductivo— de asociarse a ellos para participar exitosa- 
mente en el proceso de privatización. El largo entre- 
namiento en los despachos oficiales y con funciona- 
rios clave ponía en manos de la élite empresaria ar- 
gentina una llave muy importante a la hora de dise- 
ñar estrategias para ganar licitaciones. 

¿Existieron marcos regulatorios? 

—Entre los principios de la “teoría privatizadora” 
está el establecimiento de mecanismos regulatorios 
claros y la puesta en marcha de órganos de control 
público independientes, con anterioridad al traspa- 
so de servicios monopólicos, para tener una mejor 
capacidad de supervisión pública. La política de re- 
gulación argentina, por el contrario, constituyó un 
eje virtualmente residual, pese a la persistencia de 
condiciones monopólicas de prestación. Las pautas 
de esa política fueron entendidas casi como aspec- 


tos formales que, de ningún modo, debían desalen- 
tar a los posibles inversores ni perturbar a los pres- 
tadores. La débil intervención del Congreso en la 
elaboración de las normas —sólo dos entes regulado- 
res fueron creados por ley—, más la fijación de los 
marcos regulatorios y la puesta en funciones de los 
entes después de los traspasos de los servicios a ma- 
nos privadas, socavaron desde sus orígenes la efica- 
cia y legitimidad de la política de control. El noto- 
rio desbalance de fuerzas entre estas fracciones de 
capital concentrado y el resto de la sociedad ha sido 
de tal magnitud que, no ya la propiedad, sino ni si- 
quiera la regulación lograron instalarse como un te- 
ma de agenda pública o lo hicieron de manera muy 
limitada y esporádica como respuesta a situaciones 
conflictivas puntuales. 

¿Qué balance hace sobre el proceso de privatizacio- 
nes de la década de 1990? 

—En tanto el capitalismo es un modo específico de 
organización de la producción y reproducción de la 
vida social, que tiene requisitos históricos y formas 
de desarrollo definidos, el Estado tiene un papel 
esencial en garantizarlos. Por eso su estructura insti- 
tucional y sus modos de intervención se transfor- 
man a medida que cambian las formas de acumula- 
ción de capital. En tal sentido puede interpretarse 
que el proceso de reforma implementado en la Ar- 
gentina se orientó a acomodar el Estado para que 
sirviera a las nuevas modalidades de acumulación 
del capital global, en un contexto de gran debilita- 
miento del polo del trabajo. La política aplicada por 
el gobierno de Carlos Menem y continuada por Fer- 
nando de la Rúa es la culminación de tendencias es- 
tructurales gestadas desde mediados de la década de 
los 70, en tensión con las crisis y mutaciones de la 
economía mundial. Significó una verdadera estrate- 
gia político-económica que reubicó las bases de do- 
minación social de un modo claramente desfavora- 
ble a las clases populares, definió nuevas formas de 
legitimación-deslegitimación estatal e implicó un 
cambio profundo de las fronteras entre el Estado y 
la sociedad que se habían configurado durante me- 
dio siglo en la Argentina. => 
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de Estados Unidos. 


APOS El Ciadi 
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Resignar soberanía jurídica 


n el contexto de la fiebre privatista del gobier- 

no de Menenm, se firmó el convenio de adhe- 

sión al Centro Internacional de Arreglo de Di- 
ferencias relativas a Inversiones (Ciadi). Al igual que 
la mayoría de los países latinoamericanos, durante los 
años noventa Argentina resignó parte de su soberanía 
jurídica en pos de atraer inversiones, brindándoles a 
los capitales extranjeros la “seguridad jurídica” que re- 
clamaban. Actualmente, y tras la devaluación de 
2002, Argentina enfrenta en el Ciadi un número im- 
portante de demandas por miles de millones de dóla- 
res. La resolución de los mismos implicará, en uno u 
otro sentido, serias consecuencias para el futuro in- 
mediato de nuestro país. Sentará precedentes, ade- 
más, en cuanto al tipo de políticas económicas que 
pueden establecer los países periféricos en un capita- 
lismo cada vez más mundializado. 

Este tribunal es un organismo público internacio- 
nal integrado al Banco Mundial y creado mediante el 
Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a In- 
versiones entre Estados y Nacionales de Otros, trata- 
do multilateral celebrado en 1965. Según el artículo 
primero del Convenio, el Ciadi tiene por objeto pro- 
porcionar mecanismos de conciliación y arbitraje para 
el arreglo de diferencias relativas a inversiones que 
surjan entre inversores extranjeros y estados contra- 
tantes. Entre los compromisos del Ciadi se encuen- 
tran: garantizar a los inversores un trato no discrimi- 
natorio, justo y equitativo; plena protección y seguri- 
dad; compensación por expropiación motivada en la 
utilidad pública; respeto de la cláusula de la nación 
más favorecida y llevar adelante todos los mecanismos 


para resolver las controversias entre un inversor ex- 
tranjero y el Estado en el cual dicha inversión fue rea- 
lizada. En definitiva, el Ciadi pretende dar garantías a 
los inversores extranjeros frente a las “arbitrariedades” 
de los gobiernos de los países que reciben estas inver- 
siones. Por lo tanto, las empresas transnacionales pue- 
den acudir a este tribunal internacional en caso de ex- 
propiación o nacionalización de sus bienes, si se vie- 
ran “discriminadas” en el trato en relación con las 
compañías locales y si se les negara el derecho a acce- 
der a los tribunales locales en caso de controversia. 

Para la Argentina, la década del noventa significó 
un punto de inflexión en la relación entre el Estado y 
los inversores extranjeros. Durante la presidencia de 
Menem se dieron garantías a las inversiones externas 
como nunca antes se había hecho. En este período, 
se suscribieron acuerdos con cerca de cinco decenas 
de Estados, entre los cuales figuraron aquellos cuyos 
capitales tuvieron una incidencia muy destacada en 
el proceso de privatizaciones. La adhesión de la Ar- 
gentina al Ciadi se produjo en el marco de profundas 
transformaciones de la economía, que significaron 
un retroceso del Estado. Al retirarse este último de 
prestaciones básicas, la regulación constituyó un eje 
residual de la política estatal tras las privatizaciones. 

En síntesis, el Ciadi fue y sigue siendo funcional a 
un esquema que beneficia a los sectores privados más 
concentrados de los países hegemónicos, cuyos capi- 
tales son exportados hacia regiones periféricas necesi- 
tando la mayor “seguridad jurídica”. Era, de acuerdo 
con la lógica menemista, parte del precio que había 
que pagar para atraer las inversiones externas. > 
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La reforma previsional 


millones de pesos fue el déficit del 
Estado por la financiación de la 
reforma previsional. 


eran los afiliados a las AFJP en 
1999. 


eran los afiliados al Sistema de 
Reparto en 1999. 
Fuente: Rapoport, M., Historia económica, 


política y social de la Argentina (1880-2003), 
Buenos Aires, Emecé, 2007. 
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Monto y origen de los ingresos 
por privatizaciones 
en millones de dólares 


1.174 


Fuente: El proceso de privatizaciones en la Argentina desde 
una perspectiva del balance de pagos, Dirección Nacional de 
Cuentas Internacionales, Ministerio de Economía de la 
Nación, Buenos Aires, 2000. 


La Administración 
Pública Nacional 


agentes quedaban en 1995 en la 
administración pública nacional, 
contra 1.000.000 que había en 
1983. 


eran los empleados en bancos y 
empresas públicas en 1995, 
contra 359.000 que existían antes 
de la reforma del Estado. 


de la población activa era parte 
de la Administración Pública 
Nacional en el año 2000. 

Fuente: Rapoport, M., Historia económica, 


política y social de la Argentina (1880- 
2003), Buenos Aires, Emecé, 2007. 
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